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			PALABRAS PREVIAS A LA PRESENTE EDICIÓN

			Imposible no referirse a la altura del tercer decenio del siglo xxi al Espacio Europeo de Educación Superior (EEES o Plan Bolonia), implantado ya en la mayoría de las universidades españolas, e impulsor de la publicación de meritorios manuales adaptados a los nuevos planteamientos pedagógicos. Sin embargo, en la medida en que el Plan Bolonia acorta los períodos de enseñanza de las disciplinas y conlleva una considerable disminución de las clases teóricas en beneficio de distintas modalidades de enseñanzas prácticas, parece que manuales como el presente siguen siendo útiles, e incluso necesarios, aunque sólo sea como material de consulta y fuente de más amplia información y reflexión para estudiantes y juristas en general. Este punto de vista, compartido por muy ilustres compañeros y por la editorial del Curso, nos ha llevado a una nueva puesta al día que no se separa de las grandes líneas de anteriores ediciones.

			En estas palabras introductorias hacemos de nuevo una presentación global del estado del Derecho Internacional, con sus puntos fuertes y débiles o, si se quiere, con sus luces y sus sombras. Ante la creciente valoración pesimista del orden jurídico internacional avanzamos la siguiente conclusión. Las sombras son alargadas y pueden crear siluetas deformadas, pero no vivimos en un mundo sin Derecho internacional en ámbitos importantes de la vida de las personas.

			De sus puntos débiles dan testimonio continuo los medios de comunicación, particularmente cuando informan de incesantes y mortíferas hostilidades bélicas internacionales o internas. Se calcula la existencia en el mundo de un centenar de conflictos armados que, por su alcance e intensidad, implican la violación de los principios de la Carta de las Naciones Unidas, así como la vulneración del Derecho Internacional Humanitario. En Oriente Medio ilustran esta realidad trágica, entre otros posibles ejemplos, el sangrante conflicto sirio iniciado en 2011, o las continuas acciones armadas y terroristas del autodenominado Estado islámico —actor espurio de las relaciones internacionales—; también, las hostilidades solapadas en el territorio de Yemen, como los enfrentamientos de militantes huzíes o de la organización Al-Qaeda contra el Gobierno de ese país, y los ataques huzíes contra buques de Estados extranjeros a lo largo de 2023, que han comportado las respuestas armadas de una operación multinacional bajo la invocación de la legítima defensa del artículo 51 de la Carta y de la preservación de los derechos y libertades de navegación. El 28 de febrero de 2026 se produjo una intervención militar de Estados Unidos e Israel en territorio iraní que trajo más inestabilidad y produjo la reacción armada de Irán contra varios Estados del golfo Pérsico.

			No puede obviarse aquí el interminable conflicto israelo-palestino. La ola de violencia más reciente surgió tras los ataques del 7 de octubre de 2023 perpetrados por la organización Hamás en territorio israelí, y la posterior respuesta militar de Israel. Se trata de una de las controversias internacionales de mayor complejidad política, jurídica, histórica y analítica. Esta situación no solo supone una amenaza a la estabilidad geoestratégica de la región —por su extensión a Irán, Irak, Siria o Líbano—, sino que igualmente constituye una amenaza a la paz y a la seguridad internacionales. Además, pese a la intervención a lo largo de varias décadas de distintos órganos de la estructura institucional de Naciones Unidas, puede afirmarse que la Comunidad Internacional todavía no ha sido capaz de ofrecer soluciones viables y convincentes para los principales implicados.

			Una de las últimas reacciones de aquella tuvo lugar el 10 de mayo de 2024, cuando la Asamblea General solo pudo ampliar los derechos de Palestina como Estado no miembro observador de Naciones Unidas. En esa resolución del órgano plenario se manifiestan las múltiples dimensiones del orden jurídico internacional implicadas en este tema, a saber: el reconocimiento de un Estado y su estatuto en una organización internacional, el cumplimiento por un Estado de las resoluciones o decisiones de distintos órganos de Naciones Unidas, el derecho a la libre determinación de los pueblos y a la estatalidad, la adquisición de un territorio por la fuerza, el estatuto jurídico de un territorio ocupado y las obligaciones del ocupante y, por supuesto, el derecho a la guerra o ius ad bellum, además del derecho en la guerra o ius in bello, entre otras dimensiones. Por ello, conviene resaltar el alcance jurídico-político que deberían tener las solicitudes de órdenes de detención del Fiscal de la Corte Penal Internacional, realizadas el 20 de mayo de 2024, contra ciertos miembros de Hamas, el jefe del Gobierno de Israel, y su ministro de Defensa, ante la posible comisión de crímenes de guerra y de lesa humanidad. En la línea de las sombras del Derecho Internacional sobre este conflicto armado, el Tribunal Internacional de Justicia ha visto cómo Israel, acusado por África del Sur de la violación de la Convención sobre el Genocidio en el territorio de Gaza, ignoraba sus órdenes sucesivas sobre medidas provisionales de 26 de enero, de 28 de marzo, y de 24 de mayo de 2024. En consecuencia, las Fuerzas de Defensa de Israel no aseguraban la asistencia humanitaria ni suspendían las operaciones militares. España decidió intervenir en junio de 2024, como Estado parte en la Convención sobre el Genocidio, porque en el litigo se plantea una interpretación de este tratado. Por último, el Tribunal Internacional de Justicia emitió el 19 de julio de 2024 la opinión consultiva sobre las consecuencias jurídicas de las políticas y prácticas de Israel en el territorio palestino ocupado, incluido Jerusalem Este. En este dictamen una mayoría de jueces opinó que la continua presencia de Israel en los territorios ocupados era ilegal, que ese Estado tenía la obligación de poner fin lo antes posible a esta presencia ilegal, que debían cesar los asentamientos, que Israel debía reparar el daño causado y que los Estados o las organizaciones internacionales no debían reconocer que esa presencia en territorio ocupado era legal. Un año después, Israel todavía no ha cumplido los términos del dictamen. Complementariamente, la Asamblea General solicitó en diciembre de 2024 otro dictamen consultivo al Tribunal Internacional de Justicia sobre cuáles son las obligaciones de Israel en relación con la presencia y las actividades de Naciones Unidas, de otras organizaciones internacionales y de terceros Estados, en el territorio ocupado de Palestina.

			En Europa son hechos muy preocupantes los relativos a la fuerza armada desplegada en Ucrania por el ejército de la Federación Rusa a partir del 24 de febrero de 2022. Algunos analistas han avanzado la idea de que se produciría al cabo del tiempo una reestructuración de la arquitectura política y de poder de la Comunidad Internacional, con la aparición de dos grandes bloques. Uno de ellos sería el occidental integrado por países democráticos y respetuosos de los derechos humanos. El otro bloque sería el euroasiático, que estaría constituido por países de regímenes dictatoriales y con escaso respeto de los citados derechos, bajo el liderazgo de China y Rusia. El Nuevo Concepto Estratégico de la OTAN, adoptado en Madrid el 29 de junio de 2022, reflejó dicho entorno estratégico y de seguridad. Sin embargo, la llegada del presidente Trump a la administración de los Estados Unidos de América, en enero de 2025, ha distorsionado semejante descripción de la Comunidad Internacional en dos bloques principales. Así lo demuestran hechos como la mencionada intervención militar de 28 de febrero de 2026 en Irán, la extracción por la fuerza militar en Caracas del presidente de Venezuela, la imposición de aranceles en el comercio internacional, la adopción de sanciones de la gran potencia estadounidense contra el personal de la Corte Penal Internacional, la retirada de la Organización Mundial de la Salud o la denuncia del Acuerdo de París sobre cambio climático. El multilateralismo representado por las organizaciones internacionales queda más dañado y la Unión Europea se encuentra menos acompañada en la defensa de la legalidad internacional, el orden y la certidumbre en las relaciones internacionales. Otra consecuencia puede ser que China aproveche ese deterioro en las relaciones transatlánticas y ofrezca a Europa una relación reforzada.

			La guerra en Ucrania señala las deficiencias e insuficiencias de las instituciones y de la tutela centralizada de la Comunidad Internacional frente a graves incumplimientos jurídicos. El sistema de seguridad colectiva ha quedado nuevamente cuestionado ante su inoperancia en los conflictos citados.

			En una suerte de renacimiento del papel del órgano plenario ante esta inoperancia del Consejo de Seguridad, la Asamblea General se reunió a finales de febrero de 2022 en un período extraordinario de sesiones de emergencia con base en la resolución 377 (V) de 1950 —conocida como Unión Pro Paz—, con el fin de examinar la guerra en Ucrania y realizar recomendaciones a los Estados miembros para la adopción de medidas colectivas que pudieran incluir el uso de la fuerza armada. En el ámbito judicial, Ucrania demandó a Rusia ante el Tribunal Internacional de Justicia tras la agresión de febrero de 2022 y solicitó medidas provisionales, que fueron acordadas y no respetadas por el Estado agresor pese a ser obligatorias. Una treintena de Estados partes en la Convención de 1948 sobre la prevención y la sanción del delito de genocidio —incluido España— realizaron una declaración de intervención en este contencioso. Y en el plano de la responsabilidad penal individual, la Corte Penal Internacional aprobó la orden de detención del presidente de Rusia por crímenes de guerra.

			Este conflicto europeo también muestra la descentralización de los poderes sancionadores o de los mecanismos de autotutela del Derecho ante el infractor y la ilicitud. La Unión Europea y otros Estados respaldaron el 9 de mayo de 2025 la creación de un Tribunal Especial para el Crimen de Agresión contra Ucrania, que deberá establecerse en el futuro mediante un acuerdo entre Ucrania y el Consejo de Europa. En este contexto de aplicación coactiva del Derecho Internacional cabe destacar el papel de la Unión Europea con la adopción de veinte paquetes de medidas restrictivas contra Rusia, que también se denominan en la práctica sanciones o contramedidas. Además, debe subrayarse la salida de Rusia del Consejo de Europa y su expulsión del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. En el marco del Consejo de Europa, España firmó el 16 de diciembre de 2025 la todavía no vigente Convención para la creación de la Comisión de Reclamaciones Internacionales para Ucrania, que evalúa las reclamaciones de indemnización presentadas por particulares, organizaciones y organismos públicos de Ucrania, en el Registro de Daños de Ucrania creado en 2023, que ya ha recibido miles de reclamaciones.

			El Derecho Internacional contemporáneo debe afrontar otros retos sobresalientes de la sociedad internacional de la pospandemia COVID-19: la desigualdad social —o la erradicación de la pobreza—, y la progresiva degradación del medio ambiente en detrimento de las generaciones venideras. Parece evidente que en la era de la globalización no se está reduciendo sino ensanchando la irritante brecha entre países industrializados y países en desarrollo; ello es así pese a las buenas intenciones expresadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la Declaración del Milenio del año 2000 y en la subsiguiente Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, que fue adoptada el 25 de septiembre de 2015 y en la que se plantearon 17 objetivos y 169 metas en las esferas económica, social y ambiental. Al acortamiento de aquella brecha no contribuyeron ni la profunda crisis financiera internacional desencadenada en el mundo a fines de 2008 y principios de 2009, ni las secuelas económicas y sanitarias de un COVID-19 que se extendió mundialmente en el primer trimestre de 2020. El deseado y necesario entendimiento entre las distintas civilizaciones no tiene visos de llegar, y falta mucho camino para alcanzar los objetivos y metas de la Agenda 2030.

			No obstante, problemas tan importantes para la humanidad como el cambio climático comienzan a abordarse formalmente a través de los sistemas regionales de protección internacional de los derechos humanos. En concreto, debe mencionarse la sentencia del Tribunal de Estrasburgo, de 9 de abril de 2024, en el asunto «Verein Klimaseniorinnen Schweiz y otros c. Suiza», en la que se apreció la existencia de una violación del artículo 8 del Convenio de Roma (derecho al respeto a la vida privada y familiar de la persona), así como del artículo 6 (derecho a un proceso equitativo) ante la falta de adopción por el Estado de medidas positivas de lucha contra el cambio climático. En el marco del deber de los Estados de preservar el medio ambiente, es igualmente significativa la sentencia de 22 de marzo de 2024 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Aquí la Corte determinó la violación por Perú del derecho a un medio ambiente saludable de los habitantes de la zona de La Oroya que, debido a la actividad de una empresa privada, sufrieron la contaminación del aire, agua y suelo. Además, la sentencia expuso que la protección del medio ambiente es una norma internacional imperativa, lo que puede repercutir en la opinión consultiva solicitada a esa Corte por Chile y Colombia, en enero de 2023, a propósito de la emergencia climática y los derechos humanos. El cambio climático también ha dado lugar a la solicitud, el 2 de mayo de 2025, de una opinión consultiva en el sistema regional africano, esto es, ante el Tribunal Africano de Derechos Humanos y de los pueblos. Incluso el Tribunal Internacional de Derecho del Mar se ocupó del cambio climático en su Opinión Consultiva, de 21 de mayo de 2024, sometida por la Comisión de los pequeños Estados Insulares sobre Cambio Climático y Derecho Internacional. La pregunta sobre qué obligaciones tienen los Estados frente al cambio climático también es el centro de la opinión consultiva solicitada por la Asamblea General mediante la resolución 77/276, de 29 de marzo de 2023, al Tribunal Internacional de Justicia. En la opinión de 23 de julio de 2025, este Tribunal sostuvo que los problemas planteados no son solo jurídicos, sino también de carácter existencial para el planeta. Y recordó que los Estados tienen obligaciones convencionales y consuetudinarias, como la debida diligencia en la adopción de medidas para mitigar el cambio climático, sujetas a las capacidades de cada Estado. Además, afirmó que la violación de dichas obligaciones puede constituir un acto internacionalmente ilícito que comporte la responsabilidad internacional.

			A fin de que desde la perspectiva de la ciencia política se entiendan las grandes causas de la persistencia de estas zonas de sombra, conviene recordar que cuando en el plano de las relaciones internacionales los Estados perciben que están en juego sus aspiraciones supremas, la disposición es a comportarse más como entes de poder, preocupados por la satisfacción de sus intereses soberanos, que como sujetos del Derecho Internacional atentos al cumplimiento de sus normas.

			Como contrapunto a las anteriores consideraciones y para hacer una valoración global y equilibrada de la situación, hay que decir que en otras áreas de las relaciones internacionales —las más alejadas de los intereses de poder y que tienen que ver con las exigencias mínimas de reciprocidad y cooperación— los Estados se muestran habitualmente respetuosos con el Derecho Internacional. Constituye buena prueba de lo dicho el altísimo número de Estados partes en las Convenciones de Viena de 1961 y 1963 (sobre relaciones diplomáticas y consulares, respectivamente) y su elevado nivel de acatamiento. Lo mismo puede predicarse del excelente funcionamiento de las organizaciones internacionales, universales y regionales, poseedoras de competencias en materias técnicas. Por cierto, estas competencias inciden positivamente en la vida diaria de los ciudadanos, como demuestra, entre otros casos, el Derecho de la Unión Europea.

			En este sentido, debe celebrarse que el 30 de mayo de 2025 se adoptase por una veintena de Estados la Convención sobre el establecimiento de la Organización Internacional para la Mediación pues, sobre el papel, puede contribuir a promover la resolución pacífica y amistosa de las controversias interestatales, entre un Estado y un nacional de otro Estado, o entre partes privadas. Otro dato favorable que constatar es el aumento, lento, aunque persistente, de los casos de recurso a medios jurisdiccionales (Tribunal Internacional de Justicia, o tribunales de arbitraje) para el arreglo de controversias internacionales.

			De otro lado, la interdependencia creciente entre las naciones y la aparición en el planeta de nuevos problemas y necesidades están motivando una ampliación y una diversificación inusitadas de las funciones y contenidos del Derecho Internacional. A modo de ejemplo, los desafíos que presenta para los derechos humanos el rápido desarrollo de la tecnología han comportado la adopción por el Consejo de Europa, el 17 de mayo de 2024, del Convenio sobre inteligencia artificial y derechos humanos, democracia y Estado de Derecho.

			Algunos sectores de opinión, que han tenido reflejo en la propia Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, se han preguntado si la disciplina está presidida en nuestros días por la idea de la unidad o, contrariamente, por la de la fragmentación. Tras años y años de estudio y ejercicio práctico del Derecho Internacional, nos creemos con alguna autoridad para expresar el siguiente punto de vista. Las señas de identidad de nuestra disciplina residen en la fragilidad institucional del grupo sociológico que está en su base —la Comunidad Internacional—, y ello tanto en el campo normativo como en el ejecutivo y en el de la solución de conflictos, planos en los que la voluntad de los Estados es determinante. Por ello, si se considera el sentido que al vocablo «fragmentación» atribuye el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española («ruptura») y el prácticamente idéntico que posee en el idioma inglés —que es el vehicular en las relaciones internacionales— no es esa la palabra idónea para describir los signos distintivos del crecimiento funcional y temático del Derecho Internacional. Las nuevas ramas de la disciplina son tributarias en mayor o menor medida de la fragilidad institucional de la Comunidad Internacional. No se han desgajado, por tanto, del tronco común de los grandes principios y parámetros del Derecho Internacional. Buena prueba de ello es que el régimen jurídico de la responsabilidad internacional del Estado se esté concretando y desarrollando dentro del Derecho Internacional de inversiones. Más que de fragmentación habría que hablar de un proceso de expansión y diversificación, o de la consiguiente especialización de los nuevos sectores de la disciplina. Es este el punto de vista sustentado finalmente por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en sus conclusiones de 2006 sobre el tema de la fragmentación. Esta última palabra figura en el título del documento, pero en su contenido únicamente se deja constancia de las dificultades derivadas de la diversificación y expansión del Derecho Internacional. En modo alguno acepta el documento la idea de la fragmentación o se pone en tela de juicio la unidad del ordenamiento.

			Novedad del mayor interés en el mundo globalizado de los inicios del siglo xxi es la aparición de grupos informales de Estados que, sin ser organizaciones internacionales en sentido propio, y situándose más allá de las lindes del Derecho Internacional, actúan como auténticos foros de consulta y cooperación, particularmente en terrenos tan relevantes como la economía y el sistema financiero internacional. Un importante ente de esas características es el llamado G-20. Este dato, junto al del recurso constante a memorandos de entendimiento (denominados en la práctica de España acuerdos no normativos porque solo generan compromisos políticos y morales, según la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales) están motivando la creciente aparición de estructuras e instrumentos informales o flexibles en la ordenación de los asuntos entre los sujetos internacionales, en claro paralelismo con el Derecho Internacional. De hecho, la Comisión de Derecho Internacional está llevando a cabo en la actualidad el estudio de la naturaleza y el alcance de los acuerdos internacionales jurídicamente no vinculantes.

			Estas son las grandes ideas que, como punto de partida de la enseñanza-aprendizaje, querríamos transmitir a los alumnos y a los lectores de este libro, no sin dejar sentado una vez más que desde nuestro punto de vista la postura del profesor y del lector de la disciplina no debe ser de neutralidad o pasividad, sino valorativa, comprometida y crítica ante los grandes problemas mundiales. Y, por supuesto, también constructiva, a fin de conseguir el mayor arraigo posible de los valores que constituyen las señas de identidad del progreso del Derecho Internacional, a saber: moralización, humanización, democratización y socialización.

			En fin, hemos puesto siempre especial empeño en que nuestras enseñanzas resulten convincentes, o al menos creíbles, a unos alumnos que en los primeros días de clase tienden a minusvalorar o despreciar la disciplina después de haberla comparado con unos ordenamientos nacionales que, a diferencia del Derecho Internacional, están apoyados en sólidos cimientos institucionales. Hemos utilizado con esta finalidad una mezcla dosificada de sentimientos aparentemente contrapuestos de humildad y de orgullo. De humildad, y en definitiva, de realismo, reconociendo la débil y precaria institucionalización de la Comunidad Internacional y el impacto negativo que esta situación produce en el conjunto del Derecho Internacional. De orgullo, y en último término de idealismo, explicando que la disciplina constituye pese a todo un feliz ejemplo de supervivencia de lo jurídico en un mundo dominado por los conflictos de poder, poco propicio, por tanto, al imperio de la ley y en el que, sin embargo, de modo progresivo están haciendo entrada los valores.

			Madrid, 12 de mayo de 2026
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			CAPÍTULO PRIMERO

			EL CONCEPTO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

			1. EL CARÁCTER PROBLEMÁTICO DEL DERECHO INTERNACIONAL Y LA NECESIDAD DE UNA TRIPLE APROXIMACIÓN

			a) Comparado con los Derechos internos de los Estados, el Derecho Internacional Público se nos presenta como una disciplina jurídica especialmente problemática, caracterizada por unas acusadas carencias institucionales que motivan incertidumbre y relativismo en el plano normativo, insuficiencias graves en la prevención y sanción de las violaciones y una politización extendida —aunque no absoluta— en la solución de controversias, cuando no la imposibilidad de su arreglo. Vamos a explicar estas densas ideas en las líneas que siguen.

			b) No existe por lo pronto en la sociedad internacional un órgano normativo equiparable al que en los Estados ejerce el poder legislativo. Es cierto que en aquella sociedad hay desde el año 1945 una importante estructura institucional universal con fines políticos generales —la Organización de las Naciones Unidas— y que el órgano plenario y deliberante de la misma —que es la Asamblea General— adopta resoluciones que contienen criterios y puntos de vista jurídicos acerca del comportamiento de los Estados. Es igualmente verdad que estas resoluciones ejercen una influencia nada desdeñable en la formación y evolución del Derecho Internacional1. Pero tales resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas no son per se obligatorias para los Estados miembros y en modo alguno cumplen la función que desempeñan las leyes en los ordenamientos internos de los Estados. A diferencia de lo que ocurre en éstos no existe en la sociedad internacional un órgano normativo centralizado.

			Así las cosas, los que crean el Derecho Internacional son los propios Estados, que son a la vez los principales destinatarios del ordenamiento. Y dicha creación se produce básicamente a través de un doble cauce: el de la norma no escrita o costumbre y el de la norma escrita a través de los tratados o convenciones2.

			La costumbre produce normalmente Derecho Internacional de aplicación general en la sociedad internacional, pero las normas consuetudinarias no ofrecen siempre la claridad y la precisión deseables, y mucho menos si surgen en un grupo social como la sociedad internacional en que el sujeto característico y protagonista dominante —el Estado soberano— se comporta muy frecuentemente como ente de poder, esto es, inspirado más por motivaciones políticas que jurídicas. Y este estado de cosas implica que el Derecho Internacional carezca de criterios fijos y seguros sobre algunos aspectos de la convivencia en la sociedad internacional, incertidumbre que genera inseguridad jurídica y que se agrava en unos momentos como los presentes en que asistimos a un profundo proceso de cambio en la sociedad y en el Derecho Internacional Contemporáneo3. En el contexto de esta transformación puede ser difícil en un momento dado determinar cuál es la norma en vigor: si la vieja o la que se pretende instaurar. Y se habla también del soft law, droit mou, Derecho blando o Derecho verde, expresiones éstas que ciertamente pueden desconcertar o resultar incompresibles a los juristas tradicionales.

			Pero si de la norma no escrita o consuetudinaria pasamos a la norma escrita o convencional, observamos que, aun siendo sin duda más precisa, su ámbito de aplicación es más restringido, porque en el Derecho Internacional los tratados sólo crean obligaciones para los Estados que han consentido en obligarse y son partes en ellos. Se trata del principio pacta tertiis nec nocent nec prosunt, del que nos ocuparemos con mayor profundidad y extensión en otro lugar de este libro4, pero del que podemos adelantar ahora que introduce una considerable dosis de relativismo en el Derecho Internacional. En la sociedad internacional no todos los sujetos se hallan vinculados por las mismas reglas escritas, ni sometidos a las mismas obligaciones jurídicas, aunque ello no es obstáculo para que algunas normas convencionales adoptadas en conferencias generales de codificación tengan pretensiones expansivas, tendiendo a convertirse en Derecho Internacional General5.

			Otra llamativa característica de la disciplina en el plano normativo es la abundancia de las denominadas obligaciones de comportamiento. Efectivamente, junto a las normas que establecen obligaciones de resultado, que son las que imponen a los Estados el deber de alcanzar un logro determinado (por ejemplo, la abstención del recurso a la amenaza o uso de la fuerza), existen normas que no entrañan sino obligaciones de comportamiento, esto es, el deber de poner los medios para conseguir un resultado pero sin exigir taxativamente la consecución de éste (por ejemplo, el de procurar llegar a la solución de las controversias internacionales). Pues bien, como la ejecución de este último tipo de normas deja grandes márgenes de discrecionalidad a los destinatarios, la verificación de su incumplimiento es extremadamente problemática.

			c) En el plano de la prevención y sanción de las violaciones, la situación institucional de la sociedad internacional no es mejor. Es verdad que en las Naciones Unidas existe el Consejo de Seguridad, al que la Carta de la Organización confiere la responsabilidad primordial en el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacionales y cuyas decisiones en este campo son obligatorias para los Estados miembros. Pero el requisito de la unanimidad entre los miembros permanentes del Consejo, que es una exigencia política para la pervivencia de la Organización, y el hecho de que la gran mayoría de los quebrantamientos de la paz o amenazas a la misma afecten siempre de una u otra manera a aquellos miembros —las superpotencias y las grandes potencias— impidieron hasta 1990 que el órgano en cuestión cumpliese mínimamente sus funciones de gendarme de la sociedad internacional y adoptase medidas eficaces de prevención y sanción de los actos de fuerza desencadenados en violación de los principios de la Carta. En 1990, sin embargo, el desvanecimiento de la escisión Este-Oeste de la sociedad internacional permitió legalizar las medidas coercitivas de Estados Unidos y sus aliados contra el acto de agresión de Irak a Kuwait, y por más que dichas medidas presentasen aspectos criticables por su carácter descentralizado, como veremos en su momento, es lo cierto que la acción de las Naciones Unidas en el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales parecía ofrecer con vistas al futuro perspectivas algo más favorables que durante la guerra fría. Pero de cara al cambio de milenio estas perspectivas se desvanecieron, desafortunadamente, pues la acción de las Naciones Unidas para mantener la paz se ha revelado insuficiente en el cruel conflicto de Bosnia-Herzegovina y en los que se han sucedido en otras partes del mundo, según comprobaremos en otro lugar de este Curso.

			Esto en cuanto a la sanción de las violaciones del Derecho Internacional que revisten la máxima gravedad, es decir, las que ponen en peligro valor tan importante como la paz y seguridad internacionales. Por lo que respecta a las violaciones que se suponen menos graves, hay que decir que el Derecho Internacional general no prevé sanciones institucionalizadas. Las sanciones tienen carácter descentralizado y son decididas y aplicadas por los propios Estados en tanto que medidas de autoprotección (retorsiones y represalias, de las que hablaremos más adelante) y su eficacia está condicionada por el distinto nivel de poder de los Estados. Tales sanciones pueden desencadenar además una espiral peligrosa de acciones y reacciones que no tiendan precisamente a pacificar la situación y solucionar la controversia, sino, por el contrario, a agravarla.

			d) Las incertidumbres normativas de las que antes hemos hablado exigirían un sistema eficaz de solución de controversias en la sociedad internacional. Pero tampoco en este aspecto la situación es satisfactoria, pues no hay en dicha sociedad un mecanismo equiparable al que existe en los Derechos internos que, como es bien sabido, han instaurado desde hace mucho tiempo el proceso judicial obligatorio sustituible en determinadas materias por el arbitraje. Es cierto que el Derecho Internacional contemporáneo proclama la obligación del arreglo pacífico de las controversias (arts. 2.3 y 33 de la Carta de las Naciones Unidas), pero es verdad también que consagra al mismo tiempo la libertad de los Estados en la elección del medio para dicho arreglo, con lo que aquella obligación se convierte en una obligación de comportamiento y no de resultado. Porque, efectivamente, los Estados partes en una controversia o pueden no ponerse de acuerdo para la elección de un medio específico o pueden escoger un medio que no conduzca forzosamente a la solución eficaz y definitiva de la diferencia. En todo caso, el único modo de arreglo que termina en una decisión dictada conforme al Derecho Internacional y obligatoria para los Estados partes en la controversia es el jurisdiccional —arbitral o judicial—, pero el recurso al mismo es en último análisis voluntario ya que requiere el consentimiento de aquellos Estados, como consecuencia del principio de libertad de elección de medio. Y de un modo general los Estados se muestran reacios a dar tal consentimiento, de lo que son síntomas importantes el hecho de que en la actualidad sólo 66 —algo más de la tercera parte de los miembros de las Naciones Unidas— hayan hecho declaraciones unilaterales aceptando la obligatoriedad de la competencia del Tribunal Internacional de Justicia, y la circunstancia de que buena parte de tales declaraciones estén plagadas de reservas e incluso de artificios de técnica jurídica que socavan su alcance6. Tal actitud se debe, entre otras causas, a la inseguridad jurídica de que antes hemos hablado, y semejante comportamiento se lleva a límites extremos cuando se trata de controversias que ponen en juego los intereses vitales, el honor o la dignidad de los Estados, controversias estas últimas en que prevalecen actitudes políticas. Ante tales controversias los Estados adoptan una actitud política y no jurídica —se habla por ello de controversias políticas—, y de intentar la solución de la disputa lo hacen por medios políticos, en los que conservan su libertad soberana de acción y decisión, y no por medios jurisdiccionales. Medios políticos que pueden ser profundamente injustos si el nivel de poder de los Estados es desigual y que pueden ser ineficaces si tal poder es comparable. Así las cosas, no puede decirse que la concepción del Estado de Derecho o imperio de la ley (rule of law) exista en la Comunidad Internacional en su conjunto.

			e) Hemos realizado el anterior análisis general desde la perspectiva de los Derechos internos de los Estados, pues no en vano este libro está pensado para unos lectores —los alumnos del grado en Derecho— que se presumen familiarizados con dichos sistemas jurídicos y que básicamente van a juzgar desde este prisma al Derecho Internacional. Pero para que la comparación entre ambos sistemas sea justa y rigurosa hay que tener siempre en cuenta que los Derechos internos y el Derecho Internacional descansan sobre supuestos institucionales diferentes, siendo mucho más completos y evolucionados los de los Derechos internos. Y es preciso afirmar también que los supuestos institucionales de la sociedad internacional son los que son y los que los Estados quieren que sean y no los que un jurista utópico desearía. Hay en estas palabras una invocación al realismo y en definitiva a la seriedad científica. Llamada de atención que pretende evitar el recurso fácil a descalificaciones globales del Derecho Internacional por el solo hecho de que constituye un ordenamiento con rasgos básicos muy distintos a los que presentan los Derechos internos.

			f) Es imposible desconocer de todos modos que para el hombre de la calle e incluso para muchos juristas el Derecho Internacional ofrece mala imagen, tiene poca credibilidad. Los profesores de Derecho Internacional estamos muy habituados, en efecto, a las actitudes de desdén hacia nuestra disciplina, a las que no son ajenos, al menos en las primeras lecciones del curso, los propios alumnos. En este orden de ideas se dice con frecuencia que el Derecho Internacional apenas es acatado, pero se olvida el hecho ya apuntado de que su contenido normativo es incierto en ocasiones, lo que dificulta el conocimiento de su grado de efectividad, y se pasa por alto asimismo la circunstancia de que en los Derechos internos existen también violaciones. Y se desconoce sobre todo el hecho de que en ciertos sectores de la convivencia internacional —los que afectan a la coexistencia, reciprocidad y cooperación— el Derecho Internacional alcanza niveles de observancia y acatamiento muy considerables. Así, lo normal y cotidiano es que se respete la soberanía territorial de los Estados, que se cumplan las normas sobre misiones y agentes diplomáticos, que se observen los tratados. Otra cosa ocurre, sin embargo, cuando los intereses en juego entre los Estados son altamente políticos. En estos casos no puede hablarse de una observancia mínimamente satisfactoria del Derecho Internacional. Así, GUY DE LACHARRIÈRE, que fue juez del Tribunal de La Haya y profundo conocedor de la realidad jurídica internacional por haber desempeñado durante mucho tiempo la dirección de la división jurídica del Quai d’Orsay, admite que en los ámbitos técnicos y en las materias consideradas menores son correctas las estadísticas que hablan del acatamiento habitual del Derecho Internacional, aunque agrega que cuanto mayor es la elevación de los valores en juego más raros son los supuestos de aplicación pura y simple de la regla jurídica correctamente interpretada7.

			Y en lo que concierne al respeto a los tratados, hay que poner énfasis particular en el ámbito de la cooperación entre los Estados para la satisfacción de sus intereses comunes en un mundo cada vez más interdependiente. Muchos actos de nuestra vida diaria, que nos afectan individualmente, como comunicarnos por correo con un residente en otro país, o celebrar una conferencia telefónica con una persona que habita en otro continente marcando directamente el número del abonado, o contemplar a través de la televisión acontecimientos que ocurren en aquel momento a muchos miles de kilómetros, o sencillamente comprar y consumir bienes producidos en el extranjero, son posibles gracias a la existencia de una espesa red de tratados e instituciones internacionales; tratados que se cumplen escrupulosamente, instituciones que operan eficazmente. Alguien dirá que se trata de ejemplos simplistas cuando estamos en realidad ante una fronda de hechos reales que, en su monótona cotidianeidad, no son suficientemente valorados en su conjunto a la hora de juzgar la eficacia del Derecho Internacional en numerosos sectores en que la satisfacción de intereses comunes de los Estados no es conflictiva ni suscita antagonismos. Yo sólo ruego a los alumnos, y en general a los lectores de este libro, que el juicio global sobre la validez sociológica del Derecho Internacional no lo formulen apriorísticamente ni tampoco en las primeras lecciones del curso; que lo demoren hasta la terminación, cuando tengan un conocimiento mayor de nuestra ciencia.

			Y para apreciar la validez sociológica de nuestra disciplina hay que tener también en cuenta el hecho importante de que sus normas no sólo se aplican en el campo, propicio al juego de los intereses de poder, de las relaciones internacionales, sino también en el marco, menos favorable al juego de las conveniencias políticas, de los Derechos internos de los Estados. Veremos más adelante (capítu- lo III), en efecto, que las constituciones estatales contienen disposiciones que rigen las relaciones entre el Derecho Internacional y los Derechos internos o, dicho de otro modo, que establecen las condiciones en que las normas internacionales se aplican en el interior del Estado, particularmente por los jueces y tribunales. Y en este punto, la eficacia del Derecho Internacional se ve claramente reforzada.

			g) Y con toda seguridad, el Derecho Internacional tiene mayor credibilidad para los propios Estados que para muchos de los impugnadores teóricos de la disciplina. Quien haya seguido de cerca los trabajos de una conferencia intergubernamental sobre codificación y desarrollo progresivo del Derecho Internacional, habrá llegado al convencimiento de que los Estados se toman mucho más en serio sus normas que los descreídos y superficiales teorizantes; se habrá percatado del cuidadoso y, a veces encarnizado empeño que en esos foros ponen los Estados en la defensa de los puntos de vista jurídicos favorables a sus intereses, que desean ardientemente tengan reflejo en la convención que se pueda adoptar o en la costumbre que se pueda formar a partir de la obra codificadora. A los Estados no les es indiferente que el resultado sea uno u otro porque conceden valor al Derecho Internacional positivo, aunque sólo sea como un condicionante más en el proceso político de adopción de decisiones, porque para ellos los tratados no son letra muerta ni un simple chiffon de papier, porque atribuyen gran importancia al principio pacta sunt servanda que saben que se respeta de un modo general.

			h) Pero si estos aspectos no merecen apenas la atención de los medios de comunicación de masas, ocurre sin embargo que, por su carácter llamativo y espectacular, muchas violaciones del Derecho Internacional ocupan lugar preferente en las noticias difundidas por aquellos medios. Y se crea así un estado de opinión en que la pregunta de si existe realmente el Derecho Internacional o si es operativo y útil aflora con frecuencia a las mentes.

			Semejante actitud mental puede obedecer también a que se han sugerido a veces concepciones deformadas e irreales por excesivamente simplistas, formalistas o idealistas de nuestra disciplina. Y habiendo evocado a lo largo de esta introducción el mundo de las normas, el de los hechos y el de los valores, es decir, los planos jurídico, axiológico y sociológico de nuestra disciplina, es obvio que se impone una triple aproximación para aprehender con rigor y en profundidad lo que sea el Derecho Internacional: la técnico-jurídica, la propiamente axiológica y la sociológica, esta última desde una perspectiva histórica. Dicho de otro modo, partiendo de la norma tendremos que transcender a los valores y descender a los hechos. En esto consiste justamente la triple aproximación que propugnamos.

			i) La aproximación técnico-jurídica trata de definir el Derecho Internacional o, lo que es lo mismo, intenta acotar sus normas en el complejo y amplio mundo del Derecho positivo; tal modo de aproximación parte, pues, de la norma obligatoria. La aproximación axiológica se ocupa de un problema tradicional y, a mi entender, de planteamiento necesario en nuestra disciplina: el de su fundamentación y el de los valores que persigue. La aproximación histórico-sociológica se refiere al condicionamiento de la disciplina por la estructura y modo de ser en cada etapa histórica de la sociedad internacional. Prescindir de alguna de estas tres perspectivas conduciría a una concepción incompleta e irreal, y, por tanto, errónea de la disciplina.

			Sin la perspectiva técnico-jurídica, efectivamente, careceríamos del instrumento necesario para calificar de internacionales a determinadas normas, siendo así que tal calificación es requisito técnico indispensable para tratar de temas centrales de nuestra ciencia. Es el caso de las fuentes del Derecho Internacional o el de las relaciones de éste con otros sistemas jurídicos, especialmente los derechos internos, o el de la cuestión de la responsabilidad internacional del Estado, que puede ser originada por la oposición entre normas internas e internacionales.

			Mas esta perspectiva es insuficiente a todas luces. Como ha dicho el profesor CHARLES DE VISSCHER, «un derecho sin vida es el producto de las doctrinas que cortan las instituciones de sus dos fuentes esenciales: una inspiración moral capaz de elevarlas progresivamente por encima de expresiones positivas y contingentes; una observación exacta que las mantenga en firme contacto con la naturaleza y con la vida»8. Así pues, son necesarios también, de acuerdo con la evocación del profesor DE VISSCHER, otros dos enfoques: el axiológico y el histórico-sociológico.

			La aproximación axiológica pone en contacto el Derecho Internacional con el mundo de los ideales y valores. Sostendremos en este sentido una concepción humanista del Derecho Internacional, esto es, que nuestra disciplina, pese a su problematicidad y a la relevancia de la soberanía del Estado, tiende, en definitiva, a la protección de valores de la persona humana. Explicaremos que, al lado de este valor de humanización, también los de socialización y democratización están haciendo acto de presencia en el ordenamiento jurídico de la Comunidad Internacional y determinando su evolución. En fin, la aproximación histórico-sociológica es asimismo necesaria, so pena de desvincular al Derecho Internacional de su sustrato fáctico, que lo influye y condiciona de manera decisiva. Sin tal aproximación caeríamos en un idealismo utópico y en un formalismo jurídico, ambos esterilizantes.

			j) La aproximación histórico-sociológica que, junto a la jurídica y a la axiológica, consideramos imprescindible, postula en nuestra disciplina una metodología interdisciplinaria, que exige la utilización de ramas del saber humano distintas de las puramente jurídicas. Porque ¿cómo caracterizar al Derecho Internacional sin un análisis de la distribución del poder en el grupo social del que proviene y al que sirve, es decir, de una estructura anclada básicamente en una sociedad de Estados soberanos y yuxtapuestos? ¿Cómo no valorar las correcciones —ciertamente limitadas— que la creciente interdependencia entre los Estados y la idea de Comunidad Internacional aportan a aquella estructura? ¿Cómo explicar las profundas transformaciones que ha experimentado en las últimas décadas del siglo xx el Derecho de Gentes tradicional sin tener debidamente en cuenta fenómenos políticos tales como la irrupción en la sociedad internacional de los Estados de reciente independencia y la aparición y luego desmoronamiento de la escisión Este-Oeste? Y, descendiendo a planos más concretos, ¿cómo dar cuenta de las recientes transformaciones del Derecho del Mar sin conocer y valorar los factores de diversa índole —estratégicos, geográficos, económicos y tecnológicos—, todos con un telón de fondo político, que están en su base? ¿Cómo analizar el joven capítulo del Derecho del Espacio Ultraterrestre sino en función del progreso tecnológico que está haciendo posible la exploración y utilización de dicho espacio y de los intereses políticos que están detrás de todas estas actividades? He aquí algunos interrogantes que no agotan, por supuesto, la lista de los que podríamos plantear. Preconizamos, en definitiva, una metodología interdisciplinaria que junto al análisis estrictamente jurídico, tome en cuenta en una perspectiva histórica las realidades sociales, políticas, tecnológicas, económicas, geográficas, culturales y otras, que condicionan la gestación, modificación y aplicación de las normas. Ciencia política, geografía humana, política y económica, estructura económica mundial, historia de las relaciones internacionales, la propia ciencia de las relaciones internacionales son, entre otras, parcelas del saber científico cuya utilización resulta imprescindible para el tratadista de Derecho Internacional. Y afirmamos que la metodología propugnada no supone una desnaturalización de nuestra disciplina ni su confusión con la ciencia de las relaciones internacionales u otras, sino que por el contrario vivifica en profundidad y hace creíbles y comprensibles las enseñanzas impartidas e investigaciones realizadas por el profesor de Derecho Internacional. Si encerramos herméticamente las normas jurídicas en una campana de cristal, su valoración será incompleta y por tanto deformada; por el contrario, si las analizamos e interpretamos en función de las realidades y fenómenos que les dan vida y condicionan su efectividad, el conocimiento será más completo y correcto, en suma, riguroso. Lo que queremos decir es esto: el método interdisciplinario no sólo es conveniente; es necesario desde el punto de vista científico. Señalemos por lo demás que la perspectiva metodológica por la que abogamos, defendida vigorosamente fuera de nuestras fronteras9, es la que predomina hoy, venturosamente, entre los profesores españoles. Si tiempo atrás algunos de ellos se sentían proclives a planteamientos filosóficos e histórico-doctrinales e incluso a incursiones aisladas en sectores específicos de la ciencia de las relaciones internacionales, impera en la actualidad la tendencia al cultivo del Derecho Internacional positivo, al que se considera ciertamente desde la fecunda perspectiva interdisciplinaria que venimos postulando.

			k) Cerramos las consideraciones de este apartado con una valoración sucinta de las recientes corrientes doctrinales que especulan con la idea del constitucionalismo internacional.

			A nuestro entender, ubicados en el terreno estricto del Derecho positivo, sólo en la Carta de las Naciones Unidas se perciben atisbos de lo que se estiman comúnmente en los ordenamientos nacionales rasgos constitucionales. Estos atisbos son los del párrafo 6 del artículo 2.º, que concede a la Organización la potestad de imponer a Estados no miembros el cumplimiento de los principios de la Carta; el del artículo 103, según el cual las obligaciones resultantes de la Carta prevalecen sobre las dimanantes de cualquier otro tratado; y los de los artículos 108 y 109 relativas a los requisitos procedimentales de las reformas de la Carta (10). Pero más allá de estas parcas manifestaciones no es posible hablar del carácter constitucional de la Carta, puesto que, como hemos visto a lo largo de este apartado, faltan en ella las exigencias mínimas de la rule of law, imperio de la ley o estado de Derecho, exigencias estas que a nuestro entender no pueden faltar en una constitución que se tenga por genuina. Y doy otro dato sobre el tema y es que en los foros intergubernamentales que tratan de la creación y aplicación del Derecho Internacional, como entre otros la sexta comisión de la Asamblea General de las Naciones Unidas o los existentes en la Unión Europea o el Consejo de Europa, el tema del posible carácter constitucional del Derecho Internacional no forma parte del debate, aunque está claro que esta ausencia no resta interés a su tratamiento doctrinal.

			2. APROXIMACIÓN TÉCNICO-JURÍDICA: UNA DEFINICIÓN FORMAL DEL DERECHO INTERNACIONAL

			El problema que planteamos aquí es el de cuándo se podrá decir que estamos ante una regla del Derecho Internacional Positivo, o lo que es lo mismo, el de identificar, en el amplio y complejo mundo de las normas jurídicas, a una regla positiva del Derecho Internacional. Ya hemos apuntado la necesidad de dar respuesta a este problema.

			El profesor SUY ha distinguido tres grandes categorías de definiciones del Derecho Internacional: a) definición por sus destinatarios, conforme a la cual el Derecho Internacional Público sería el conjunto de normas que regulan las relaciones entre Estados; b) definición por la sustancia, que tendría en cuenta el carácter internacional de las relaciones reguladas; c) definición por la técnica de creación de las reglas, que tomaría en consideración el procedimiento de su positivación10.

			Pero de estas tres posibles maneras de caracterizar al Derecho Internacional resulta posible prescindir de la primera —la relativa a sus sujetos—, puesto que atender a los mismos supone en definitiva considerar el contenido de la regla, tener en cuenta el carácter de la relación fáctica regulada. La afirmación de que el Derecho Internacional es el que rige las relaciones entre Estados implica ciertamente una consideración de los sujetos, pero a lo que atiende realmente es al carácter de la relación contemplada. Hay que pensar además que decidirse por una definición sobre la base de la materia regida por la norma o atendiendo a la fuente de ella comporta en último análisis una toma de posición sobre el elemento subjetivo. Como ha dicho el profesor AGUILAR NAVARRO, «existe una correlación estrechísima entre el concepto del Derecho Internacional y la teoría de los sujetos», que se explica por el carácter constitucional que tiene esta última11. La afirmación de que el Derecho Internacional es el que regula relaciones internacionales es muy difícil de compaginar con la subjetividad internacional del individuo, que hoy, aunque limitada, como veremos, es indiscutible. Por el contrario, la conclusión de que la naturaleza internacional de una regla depende de sus fuentes facilita un reconocimiento de aquella subjetividad.

			Si el criterio subjetivo, pues, no presenta autonomía, resulta necesario reducir la discusión a los dos restantes: el que atiende a la naturaleza fáctica de la relación regulada y el que considera la fuente formal de la regla. En opinión del profesor MIAJA DE LA MUELA, que nosotros compartimos, es ésta la contraposición fundamental y a la que pueden reducirse todos los criterios diferenciadores del Derecho Internacional. Existe, por tanto, un criterio denominado material por el citado profesor, que caracterizaría al Derecho Internacional por su contenido, y un criterio formal que lo delimitaría por su origen o fuente12.

			Pero de estos dos posibles criterios es menester descartar el material, porque nos muestra la experiencia que el contenido del Derecho Internacional es enormemente fluido. Relaciones fácticas que pertenecieron en el pasado al Derecho Interno caen hoy sin duda bajo el ámbito del Derecho Internacional, pudiéndose señalar en líneas generales que la interdependencia creciente entre los Estados comporta una progresión constante del contenido del Derecho Internacional. Los supuestos que podríamos traer a colación aquí son muy numerosos, pero ejemplo

			
			
			
			
			
			
			3. APROXIMACIÓN METAFÍSICA: LA FUNDAMENTACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL

			
			
			
			
			3.1. Sentido del problema

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3.2. Respuestas de la doctrina y postura personal: la fundamentación humanista y antivoluntarista del derecho de gentes

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3.3. La respuesta de la jurisprudencia: los principios generales del Derecho

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3.4. Respuesta de los Estados: el IUS COGENS internacional

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			4. APROXIMACIÓN HISTÓRICO-SOCIOLÓGICA: EL CONDICIONAMIENTO DEL DERECHO INTERNACIONAL POR LA ESTRUCTURA Y DINÁMICA DE LA SOCIEDAD INTERNACIONAL

			
			
			4.1. La estructura de la sociedad internacional

			
			
			
			
			
			
			
			
			4.2. La universalización de la sociedad internacional y la gran escisión Norte-Sur

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			4.3. La escisión ideológico-política Este-Oeste de la sociedad internacional y su desvanecimiento

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			4.4. Apreciación de conjunto: del Derecho Internacional clásico al Derecho Internacional contemporáneo
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